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1. Introducción
La incorporación de los derechos digitales a la Consti-

tución satisface una necesidad imperante en la era digital 
para garantizar la protección de los ciudadanos. La cre-
ciente influencia de las tecnologías de la información y la 
comunicación en todos los aspectos de la vida ha genera-
do nuevos escenarios que requieren un marco normativo 
sólido y actualizado.

La acelerada transformación digital de la sociedad ha 
provocado un profundo impacto en las estructuras eco-
nómicas, políticas, culturales y jurídicas. El uso masivo 
de Internet, el procesamiento automatizado de datos per-
sonales, la expansión de plataformas digitales, la inteli-
gencia artificial y los sistemas algorítmicos han alterado 
sustancialmente las condiciones en las que se ejercen los 
derechos fundamentales, dando lugar tanto a nuevas opor-
tunidades de participación y desarrollo personal como a 
riesgos inéditos para la dignidad humana y las libertades 
públicas. En este contexto, el derecho constitucional se 
enfrenta al reto de ofrecer respuestas normativas adecua-
das a fenómenos tecnológicos que desbordan los esque-
mas clásicos de regulación y protección jurídica.

Desde una perspectiva constitucional, se ha sostenido 
que la digitalización no solo incide en la forma de ejerci-
cio de los derechos fundamentales tradicionales –tales co-
mo la privacidad, la libertad de expresión, la igualdad o el 
debido proceso–, sino que también exige el reconocimien-
to de nuevas posiciones jurídicas subjetivas orientadas a 

garantizar una tutela efectiva de la persona en entornos 
digitales(1). Así, los derechos digitales podrían entenderse 
como el conjunto de principios, derechos y garantías que 
aseguran el respeto de los valores constitucionales en el 
empleo y desarrollo de las tecnologías de la información 
y la comunicación(2).

El reconocimiento de este tipo de derechos en la cons-
titución provincial supone una expansión y resignificación 
de sus categorías centrales, en particular en lo relativo a la 
protección de la dignidad humana, la limitación del poder 
–público y privado– y la vigencia efectiva de los derechos 
fundamentales en el espacio digital(3).

2. La reforma de la constitución provincial 
santafesina como oportunidad normativa

En el plano provincial, los procesos de reforma consti-
tucional constituyen instancias privilegiadas para la actua-
lización del orden jurídico y la incorporación de nuevas 
demandas sociales al texto constitucional. El 11 de sep-
tiembre de 2025 entró en vigor la recientemente sanciona-
da Constitución de la provincia de Santa Fe, en la que se 
incorporan en su artículo 28(4) los derechos digitales para 
garantizar la protección de los ciudadanos.

El reconocimiento de esta categoría de derechos en una 
constitución provincial no se agota en una dimensión me-
ramente simbólica o programática. Por el contrario, cum-
ple una función jurídica sustantiva al establecer principios 
rectores, mandatos al legislador y criterios de interpreta-
ción y control de constitucionalidad para la actuación es-
tatal en materia tecnológica(5). Asimismo, permite fortale-
cer el diseño de políticas públicas orientadas a garantizar 
el acceso universal y equitativo a Internet, la protección 
de los datos personales, la seguridad digital, la transpa-
rencia en el uso de algoritmos y la reducción de la brecha 
digital, aspectos especialmente relevantes en contextos de 
desigualdad estructural.

En este orden de ideas, Alexy sostiene que, a fin de lo-
grar que los derechos humanos no solo tengan validez por 
su corrección moral, sino que tengan vigencia real, es me-
nester garantizarlos a través de su incorporación positiva, 
por ejemplo, en el catálogo de derechos fundamentales de 
una Constitución política(6).

3. La evolución de los derechos: del 
reconocimiento de los derechos civiles y políticos 
al reconocimiento de los derechos digitales

Es sabido que los derechos humanos son catalogados 
en cuatro generaciones, conforme se fueron reconociendo 
a nivel internacional. 
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La clasificación de los derechos en generaciones repre-
senta una construcción conceptual que busca dar cuenta 
de la diversidad y complejidad de las aspiraciones huma-
nas a lo largo de la historia. Al situarse en la intersección 
entre lo jurídico, lo político y lo social, este modelo per-
mite vislumbrar cómo las ideas sobre los derechos funda-
mentales han evolucionado en respuesta a las transforma-
ciones culturales y a las nuevas formas de organización 
social. En este sentido, las generaciones de derechos son 
un reflejo de las aspiraciones, valores y necesidades de las 
sociedades en distintos momentos históricos(7).

Los derechos de primera generación, constituidos prin-
cipalmente por los derechos civiles y políticos, surgieron 
como una respuesta a los regímenes absolutistas. Estos 
derechos, que incluyen la libertad de expresión, de reu-
nión y la igualdad ante la ley, entre otros, representaban 
una conquista frente al Estado absolutista y sentaron las 
bases para el Estado de Derecho, caracterizado por la di-
visión de poderes, el imperio de la ley y el reconocimien-
to de los derechos fundamentales(8).

Los derechos de segunda generación, que comprenden 
los derechos económicos, sociales y culturales, constitu-
yen una ampliación del catálogo de derechos fundamen-
tales. Estos derechos, surgidos como respuesta a las des-
igualdades sociales y económicas, implican una obligación 
positiva del Estado de adoptar medidas para garantizar su 
efectiva realización. A diferencia de los derechos de pri-
mera generación, que imponen deberes de abstención al 
Estado, los derechos de segunda generación requieren una 
acción afirmativa por parte de las autoridades(9).

Los derechos de tercera generación, o derechos de so-
lidaridad, constituyen una categoría de derechos humanos 
que se ha desarrollado en respuesta a los desafíos globales 
del siglo XX. Estos derechos, que incluyen el derecho a un 
medio ambiente sano y al desarrollo, se caracterizan por 
su carácter difuso y colectivo, y exigen una cooperación 
internacional para su efectiva realización. En palabras de 
Flores Salgado, estos derechos facultan a las personas a 
reclamar “ciertas prestaciones de la sociedad internacio-
nal”, lo que implica una obligación positiva de los Estados 
y de la comunidad internacional en su conjunto(10). 

La cuarta generación de derechos humanos representa 
una evolución del catálogo de derechos fundamentales, 
respondiendo a las transformaciones sociales y tecnoló-
gicas del siglo XXI. Estos derechos, que se encuentran en 
constante desarrollo, se centran en los desafíos planteados 
por la era digital y la globalización. Los avances científi-
cos y tecnológicos han generado nuevos derechos, como 
el derecho al acceso a la información, a la privacidad en 
el ámbito digital y a la protección de los datos personales, 
requiriendo una adaptación de los marcos jurídicos nacio-
nales e internacionales(11). Efectivamente, en el contexto 
de estos derechos de cuarta o última generación, se pre-
tende dar respuestas a los continuos desafíos que plantea 
la sociedad postindustrial y digital(12). Se van consolidan-
do derechos digitales(13), tal como luce en la Carta de De-
rechos Digitales de España, de 2021, y sus proyecciones 
en la Unión Europea e Iberoamérica, como la Declaración 
Europea sobre los Derechos y Principios Digitales para 
la Década Digital (2023/C 23/01), de 15 de diciembre de 
2022(14) o la Carta Iberoamericana de Principios y Dere-

(7) Flores Salgado, Lucerito, “Temas actuales de los derechos hu-
manos de última generación”, Benemérita Universidad Autónoma de 
Puebla, 2015, pp. 27-34. Disponible en: https://repositorioinstitucio-
nal.buap.mx/items/06b71c29-fb14-400d-a4a4-cbb358a28d71 (con-
sultado 11/2/2026). 

(8) Bonet de Viola, Ana María, “Consecuencias de la clasificación 
de los derechos humanos en generaciones en relación a la justiciabili-
dad de los derechos sociales”, Rev. Fac. Derecho Cienc. Polit. - Univ. 
Pontif. Bolívar, 2016, vol. 46, N.º 124, disponible en: https://dialnet.
unirioja.es/metricas/documentos/ARTREV/5737106 (consultado el 
3/2/2026)

(9) Ídem.
(10) Flores Salgado, “Temas actuales...”, p. 32.
(11) Ídem, pp. 34-41.
(12) Riofrio Martínez-Villalba, Juan Carlos, “La cuarta ola de de-

rechos humanos: los derechos digitales”, Revista Latinoamericana de 
Derechos Humanos, volumen 25 (1), 2014, pp. 15-31, disponible 
en: https://www.corteidh.or.cr/tablas/r33897.pdf (consultado: 
3/2/2026).

(13) Cotino Hueso, Lorenzo, “La necesaria actualización de los 
derechos fundamentales como derechos digitales ante el desarrollo 
de internet y las nuevas tecnologías”, en AA. VV., España constitucio-
nal (1978-2018). Trayectorias y perspectivas, Vol. III. CEPC, Madrid, 
2018, pp. 2347-2361.

(14) Disponible para su consulta en: https://eur-lex.europa.eu/
legal-content/ES/TXT/PDF/?uri=CELEX:32023C0123(01) (consultado: 
17/1/2025).

chos en Entornos Digitales, de 25 de marzo de 2023(15). Es 
esta cuarta generación de derechos que se plasma norma-
tivamente en el texto del art. 28 de la flamante constitu-
ción santafesina.

4. Noción de derechos digitales: delimitación 
conceptual

La expresión “derechos digitales” ha adquirido cre-
ciente centralidad en la doctrina jurídica contemporánea, 
aunque no siempre con un contenido unívoco. En térmi-
nos generales, puede afirmarse que los derechos digitales 
comprenden el conjunto de derechos, principios y garan-
tías destinados a proteger a la persona humana frente a los 
riesgos derivados del uso, desarrollo e implementación de 
las tecnologías digitales, así como a asegurar un acceso 
equitativo y no discriminatorio a los beneficios que dichas 
tecnologías ofrecen(16).

Desde una perspectiva dogmática, los derechos digita-
les no constituyen un bloque homogéneo ni autónomo res-
pecto del sistema de derechos fundamentales, sino que se 
configuran como una categoría funcional que agrupa tanto 
derechos fundamentales clásicos proyectados al entorno 
digital –como la privacidad, la libertad de expresión o la 
igualdad–, así como a nuevas posiciones jurídicas subje-
tivas surgidas en respuesta a problemáticas tecnológicas 
específicas, tales como la protección de datos personales, 
la neutralidad de la red o la transparencia algorítmica(17). 

La doctrina especializada ha advertido que el alcance 
jurídico de los derechos digitales debe ser interpretado 
a la luz de los principios estructurales del constituciona-
lismo democrático, en particular la dignidad humana, la 
autonomía personal y la limitación del poder(18). En este 
sentido, el reconocimiento de derechos digitales no puede 
entenderse como una mera adaptación terminológica, sino 
como una respuesta normativa sustantiva frente a nuevas 
formas de ejercicio –y de afectación– de los derechos fun-
damentales en el espacio digital.

Uno de los principales debates en torno a los derechos 
digitales se vincula con su relación con el sistema inter-
nacional y constitucional de derechos humanos. Mientras 
algunas posiciones sostienen que los derechos digitales 
constituyen una nueva generación de derechos, otras afir-
man que se trata, en lo esencial, de una proyección de los 
derechos humanos preexistentes sobre un nuevo entorno 
tecnológico(19). Sin perjuicio de esta discusión, existe un 
consenso creciente en torno a la idea de continuidad axio-
lógica entre los derechos humanos tradicionales y los de-
rechos digitales.

Los organismos internacionales de derechos humanos 
han sostenido reiteradamente que los derechos reconocidos 
en los tratados internacionales deben ser plenamente ga-
rantizados tanto en el ámbito offline como en el online. Así, 
por ejemplo, se ha afirmado que el derecho a la libertad de 
expresión, el derecho a la privacidad y el derecho a la no 
discriminación resultan plenamente aplicables en Internet 
y en los entornos digitales(20). Esta interpretación refuerza 
la idea de que el espacio digital no constituye un ámbito 
exento de juridicidad, sino un nuevo escenario de realiza-
ción –y potencial vulneración– de los derechos humanos.

No obstante, la especificidad tecnológica de ciertos 
riesgos justifica la formulación de estándares normativos 
diferenciados o reforzados. La masividad del tratamiento 
de datos personales, la opacidad de los sistemas algorít-
micos, la capacidad de vigilancia estatal y privada y la 
asimetría informacional entre usuarios y grandes platafor-
mas digitales generan escenarios que no siempre pueden 
ser abordados adecuadamente mediante las categorías tra-
dicionales(21). En este marco, los derechos digitales cum-

(15) Disponible para su consulta en: https://www.segib.org/? 
document=carta-iberoamericana-de-principios-y-derechos-en-entornos-
digitales (consultado: 17/1/2025).

(16) Barrio Andrés, Moisés, “Génesis y desarrollo de los de-
rechos digitales”, Revista de las Cortes Generales, N.º 110, primer 
semestre, 2021, pp. 197-233. DOI: https://doi.org/10.33426/
rcg/2021/110/1572 (consultado el 4/2/2026).

(17) Rodotá, Stefano, La vida y las reglas. Entre el derecho y el no 
derecho, Madrid, Trotta, 2010, pp. 85-90.

(18) Pérez Luño, Antonio-Enrique, Los derechos humanos en la so-
ciedad tecnológica, Madrid, Universitas, 2012, pp. 113 y ss.

(19) Ídem.
(20) Consejo de Derechos Humanos de las Naciones Unidas, Re-

solución A/HRC/32/L.20, 2016, disponible en. https://ap.ohchr.
org/documents/s/hrc/d_res_dec/a_hrc_32_l20.pdf (consultado: 
5/2/2026).

(21) Rodotà, Stefano, El derecho a tener derechos, Madrid, Trotta, 
2014, pp. 271y ss.
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plen una función de expansión y actualización del catálo-
go de derechos humanos, sin alterar su núcleo axiológico 
fundamental.

La creciente centralidad de la tecnología en la organi-
zación social ha impulsado una transformación progresiva 
del derecho constitucional, dando lugar a lo que parte de 
la doctrina ha denominado constitucionalismo digital. Es-
te concepto alude a la necesidad de repensar las categorías 
clásicas del constitucionalismo –soberanía, poder, dere-
chos fundamentales, garantías– a la luz de un contexto 
marcado por la digitalización de la vida social y la emer-
gencia de nuevos actores con capacidad de incidencia es-
tructural(22).

El constitucionalismo digital se caracteriza, en primer 
lugar, por el reconocimiento de que el poder ya no es ejer-
cido exclusivamente por el Estado, sino también por acto-
res privados que controlan infraestructuras digitales, flu-
jos de información y sistemas algorítmicos con impacto 
directo en el ejercicio de los derechos fundamentales(23). 
En segundo lugar, implica una reformulación de las téc-
nicas de garantía de los derechos, incorporando principios 
como la protección preventiva, la transparencia tecnológi-
ca y la responsabilidad algorítmica. Finalmente, supone 
una ampliación del rol del derecho constitucional como 
marco normativo orientador del desarrollo tecnológico.

Desde esta perspectiva, la constitucionalización de los 
derechos digitales aparece como una herramienta central 
para asegurar que la transformación digital se desarrolle 
de manera compatible con los valores del Estado de de-
recho constitucional. Tal como ha señalado la doctrina, la 
ausencia de anclaje constitucional de estos derechos con-
lleva el riesgo de respuestas fragmentarias, insuficientes o 
meramente reactivas frente a fenómenos tecnológicos de 
gran complejidad(24). 

5. El derecho de acceso a Internet  
como prerrequisito de ejercicio  
de los demás derechos fundamentales

La creciente interdependencia entre el mundo físico y 
el digital ha puesto de manifiesto la necesidad de recono-
cer el derecho humano al acceso a Internet. Su garantía 
implica no solo el acceso físico a la tecnología, sino tam-
bién la disponibilidad de contenidos relevantes, la protec-
ción de la privacidad y la seguridad en línea, exigencias 
respecto de las cuales la convención constituyente ha to-
mado nota.

La comunidad internacional ha reconocido de manera 
creciente la importancia del acceso a Internet como un 
derecho humano fundamental. La Asamblea General de 
las Naciones Unidas, a través de los informes del Relator 
Especial sobre la Promoción y Protección del Derecho a 
la Libertad de Opinión y de Expresión, ha destacado la 
necesidad de garantizar un acceso universal, asequible y 
sin restricciones a Internet(25).

El Informe del Relator Especial ha identificado dos di-
mensiones clave del acceso a Internet: el acceso al conte-
nido y el acceso a la infraestructura. Ambas se encuentran 
sujetas a diversas amenazas, como la censura, la vigilan-
cia y los ciberataques. A pesar de estos desafíos, la co-
munidad internacional ha reconocido la importancia del 
acceso a Internet como un elemento esencial para el ejer-
cicio de los derechos humanos(26).

Este derecho puede ser justificado como un derecho 
fundamental en virtud de su estrecha vinculación con los 
principios de libertad y democracia. Al garantizar la po-
sibilidad de acceder a la información y de participar en 
los debates públicos, el acceso a Internet contribuye a la 
formación de una opinión pública libre y plural. En este 
sentido, el reconocimiento de este derecho se inscribe en 
la tradición de los derechos fundamentales, que buscan 

(22) Tribe, Laurence, The Constitution in Cyberspace…
(23) Ardisom de Souza, “Constitucionalismo digital y responsabi-

lidad civil: Una nueva gramática para la protección de derechos en 
las plataformas digitales”, Direitos Fundamentais & Justiça | Belo Ho-
rizonte, año 18, N.º 51, jul./dic. 2024, pp. 241-271, disponible en: 
https://cpdp.lat/wp-content/uploads/2025/07/RBDFJ51_09_ART_
Rodrigo-Souza.pdf (consultado: 5/2/2026).

(24) Sarlet, Ingo Wolfgang, La eficacia de los derechos fundamen-
tales, Palestra Editores, Lima, 2019, pp. 121 y ss.

(25) Informe del Relator Especial sobre la Promoción, y la Protec-
ción del Derecho a la Libertad de Opinión y de Expresión (ONU). 
A/66/290, disponible en: https://documents.un.org/doc/undoc/
gen/n11/449/81/pdf/n1144981.pdf (consultado: 20/9/2025).

(26) Disponible en: https://documents.un.org/doc/undoc/ltd/
g16/131/89/pdf/g1613189.pdf (consultado: 20/9/2025).

proteger la dignidad humana y garantizar la igualdad de 
oportunidades para todos(27).

6. Actuales perspectivas del respeto  
a la privacidad

El artículo analizado contempla: “el respeto a la pri-
vacidad, la autonomía mental y la no manipulación de 
pensamientos, emociones, acciones o decisiones mediante 
el uso de tecnologías”.

La norma referida es especialmente oportuna por cuan-
to una característica fundamental de los sistemas de inte-
ligencia artificial reside en la sinergia entre el empleo de 
vastos conjuntos de datos y algoritmos sofisticados. Sin 
embargo, la explotación de datos masivos, especialmen-
te aquellos provenientes de redes sociales, presenta retos 
significativos en materia de protección de datos. 

La inteligencia artificial generativa suscita tensiones en 
relación con el derecho fundamental a la privacidad y el 
régimen de protección de datos personales. En particular, 
el principio de consentimiento libre, previo e informado  
–pilar del tratamiento legítimo de la información perso-
nal– se ve seriamente erosionado, en la medida en que 
los conjuntos de datos empleados para el entrenamiento 
de estos sistemas suelen ser obtenidos a partir de fuentes 
abiertas en Internet, sin que los titulares de los datos cuen-
ten con un conocimiento efectivo, ni con un control real, 
sobre los usos posteriores de su información. Esta prácti-
ca resulta especialmente problemática cuando dichos da-
tasets incorporan datos personales, información sensible o 
contenidos de carácter privado que permiten la identifica-
ción directa o indirecta de las personas, en abierta tensión 
con los principios de finalidad, proporcionalidad y mini-
mización del tratamiento(28).

Por otro lado, la capacidad de la IA generativa para 
crear publicidad direccionada individualmente a gran es-
cala puede incentivar a las empresas a recolectar aun ma-
yor cantidad de información de los usuarios, con un claro 
impacto negativo en el derecho a la privacidad(29).

Sadin analiza esta situación en su obra más reciente, en 
la que explica que estamos permanentemente guiados por 
seres que no son reales y que nos indican lo que tenemos 
que hacer, pensar o elegir; nos encontramos en un ámbito 
en el que las aplicaciones de los teléfonos inteligentes 
nos están conduciendo con incesantes sonidos, notifica-
ciones, vibraciones, para señalarnos el camino mejor(30). 
En esta línea, y siguiendo el diagnóstico desarrollado por 
el filósofo mencionado, puede sostenerse que la lógica 
de asistencia tecnológica permanente desborda su función 
meramente instrumental para constituirse en un disposi-
tivo de orientación continua de las conductas. Desde esta 
perspectiva, los sistemas algorítmicos de recomendación 
tienden a anticipar y modelar las decisiones individua-
les, produciendo un desplazamiento progresivo del ejer-
cicio del juicio autónomo y una correlativa afectación de 
la capacidad crítica y de la autodeterminación personal, 
sin que ello suponga necesariamente una forma clásica de 
coerción.

7. Ciudadanía digital y gobierno abierto
La noción de ciudadanía digital se configura a partir de 

la articulación entre el acceso efectivo a las tecnologías 
de la información y la comunicación y la adquisición de 
las competencias necesarias para su utilización respon-
sable, segura y consciente(31). Esta definición jurídica se 

(27) Fernández Suárez, Edgar Gustavo, “Consideración del acceso 
a internet como un Derecho Humano: avances y perspectivas”, Revista 
Anales de la Facultad de Ciencias Jurídicas y Sociales, Universidad 
Nacional de La Plata. UNLP, año 19, N.º 52, 2022. Anual, p. 7.

(28) Biggs, Tim, “Stolen information? The mystery over how tech 
giants train their AI chatbots”, The Sydney Morning Herald, 1.º de 
agosto de 2023, disponible en: https://www.smh.com.au/techno-
logy/lawsuits-highlight-opaque-methods-big-tech-firms-use-to-train-ai-
chatbots-20230719-p5dpks.html (consultado: 11/2/2026). 

(29) Jacobs, Ben, “POV: How Generative AI Is Changing Survei-
llance Capitalism”, Fast Company, 28 de marzo de 2023, disponible 
en: https://www.fastcompany.com/90871955/how-generative-ai-is-
changing-surveillance-capitalism (consultado: 30/9/2025).

(30) Sadin, Eric, La vida espectral, Caja Negra, Buenos Aires, 
2024, p.14.

(31) Ranchordas, Sofía, “The Invisible Citizen in the Digital Sta-
te: Administrative Law Meets Digital Constitutionalism”, en De Poorter, 
Jurgen; Van Oirsouw, Charlotte; Van der Schyff, Gerhard (eds.), Euro-
pean Yearbook of Constitutional Law (Forthcoming), Tilburg Law School 
Research Paper, 24 de diciembre de 2023). Disponible en la página 
de SSRN: https://ssrn.com/abstract=4674932. DOI: http://dx.doi.
org/10.2139/ssrn.4674932 (consultado: 1/10/2025).
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profundiza con la visión de la UNESCO, que concibe la 
ciudadanía digital como el conjunto de habilidades que 
permiten a los individuos interactuar con la información 
(acceder, evaluar, crear y compartir) de forma crítica y 
ética para la participación social y profesional(32).

La alfabetización digital, concebida como el conjunto 
de saberes y destrezas indispensables para el uso eficaz 
y seguro de las tecnologías de la información y la co-
municación, puede ser analizada a partir de una distin-
ción básica entre competencias de carácter fundamental 
–vinculadas al pensamiento crítico, la comprensión del 
entorno digital y la capacidad de resolución de proble-
mas– y competencias de naturaleza instrumental, asocia-
das al manejo de herramientas, plataformas y aplicaciones 
específicas(33).

El gobierno abierto puede ser caracterizado como una 
concepción político-administrativa y, al mismo tiempo, 
como un paradigma renovado de interacción sociopolítica, 
sustentado en los principios de transparencia, participa-
ción ciudadana, rendición de cuentas y apertura de datos. 
A partir del aprovechamiento de las tecnologías digitales 
y de la configuración de los denominados “gobiernos co-
mo plataformas”, este enfoque procura fomentar dinámi-
cas de colaboración e intercambio, consolidándose como 
un modelo idóneo para el diseño, la implementación y la 
evaluación de políticas públicas, así como para los proce-
sos de modernización administrativa, en la medida en que 
coloca al ciudadano en el eje de la gestión pública(34).

8. Especial referencia a un espacio digital libre 
de violencia, con especial protección de niños, 
niñas y adolescentes

La norma analizada propicia expresamente “un espacio 
digital libre de violencia, con especial protección de ni-
ños, niñas y adolescentes”. La especial tutela mencionada 
en la norma reviste una importancia superlativa ya que in-
volucra sujetos particularmente vulnerables: la privacidad 
e intimidad de los niñas, niños y adolescentes constituye 
un claro e indiscutible supuesto que merece una tutela 
reforzada. 

Los niños, niñas y adolescentes gozan de una protec-
ción especial, de origen convencional. La Relatoría Espe-
cial para la Libertad de Expresión de la Comisión Intera-
mericana de Derechos Humanos dispuso que “el bloqueo 
obligatorio de sitios web enteros, direcciones IP, puertos, 
protocolos de red o ciertos tipos de usos (como las re-
des sociales) constituye una medida extrema [...] que solo 
podría estar justificada conforme a estándares internacio-
nales, por ejemplo, cuando sea necesaria para proteger a 
menores del abuso sexual”(35). A su turno, la Convención 
sobre los Derechos del Niño asegura la libertad de ex-
presión del niño, salvo las expresas restricciones legales 
necesarias para asegurar los derechos y respeto de los de-
más y la seguridad nacional, el orden público o la salud o 
moral pública (arts. 3.º, 13, 16 de la Convención aprobada 
por Ley 26.061)(36). Asimismo, resguarda la privacidad de 

(32) UNESCO, La ciudadanía digital como política pública en 
educación en América Latina, 2020, disponible en: https://unesdoc.
unesco.org/ark:/48223/pf0000376935 (consultado: 20/10/2025).

(33) Ídem.
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Legalidad, 8, 2015, pp. 37-53. DOI: https://doi.org/10.20318/eu-
nomia.2016.2475 (consultado: 15/10/2025).
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asp?artID=848 (consultado el 12/2/2026).

(36) Galdós, Jorge M., “La prevención del daño en las nuevas tec-
nologías. La tutela preventiva en las redes sociales”, EBOOK-TR 2021 
(Tobías), 126, cita digital: TR LALEY AR/DOC/3462/2020. 

la identificación de los menores en la publicación de las 
sentencias penal o contenciosa (art. 14.1). Otras normas, 
además de la Ley 26.061 de Protección Integral de los 
Derechos de Niños, Niñas y Adolescentes resultan apli-
cables, como la Ley 20.056, que prohíbe “la difusión o 
publicidad por cualquier medio de sucesos referentes a 
menores de dieciocho años de edad [...] o cuando por esa 
difusión o publicidad fuera escuchado o exhibido el me-
nor o se hagan públicos sus antecedentes personales o 
familiares de manera que pueda ser identificado”(37).

Así, la novel normativa constitucional queda alineada 
con los estándares tuitivos de estos grupos vulnerables.

9. Palabras finales
A modo de cierre, podemos afirmar que la reciente re-

forma de la Constitución de la Provincia de Santa Fe brin-
da una respuesta idónea a las problemáticas jurídicas del 
siglo XXI. La positivización de los derechos digitales en 
el artículo 28 consagra la tutela de la persona sin escindir 
entre los ámbitos analógico y virtual.

En este orden de ideas, entendemos que se desprenden 
tres directrices fundamentales de la flamante normativa: 

i. En primer lugar, se resignifica la libertad en el senti-
do que la protección contra la manipulación algorítmica y 
la defensa de la autonomía mental se yerguen hoy como 
la frontera última de la libertad individual. El texto santa-
fesino acierta al reconocer que la dignidad humana, en la 
era de la inteligencia artificial, depende de la preservación 
de la soberanía cognitiva frente a los poderes –públicos y 
privados– que operan en la invisibilidad de los sistemas 
automatizados. 

ii. Por otra parte, se destaca la inclusión como presu-
puesto de ciudadanía, pues el acceso a la conectividad y 
la alfabetización digital dejan de ser aspiraciones progra-
máticas para convertirse en derechos operativos y pres-
tacionales. Sin una garantía efectiva de acceso y compe-
tencia digital, la igualdad ante la ley se torna ilusoria, y 
la ciudadanía digital, una categoría vacía para los sectores 
vulnerables. 

iii. Finalmente, se prevé una tutela reforzada de las per-
sonas vulnerables en tanto el texto constitucional alude 
expresamente a un entorno libre de violencia y la protec-
ción prioritaria de la niñez, lo que alinea a la provincia 
con los estándares convencionales más exigentes, al es-
tablecer un mandato imperativo para el legislador y los 
magistrados: el espacio digital debe ser un ámbito de de-
sarrollo, no de desamparo.

En definitiva, con la novel constitución provincial ya 
vigente, la tarea que convoca a los operadores jurídicos 
consiste en dotar a estos principios de una eficacia jurí-
dica inmediata, asegurando que la tecnología permanez-
ca siempre al servicio de la persona. Más que un mero 
resguardo frente a los excesos del poder, la nueva norma 
constitucional se proyecta hacia el porvenir como un in-
tento de reconciliar el progreso técnico con la dimensión 
humana.
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